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ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

Juzgado de lo Social Número 4
Madrid

Núm. 3.138/2019

Juzgado de lo Social Número 4 de Madrid

Procedimiento: Seguridad Social 844/2018

Materia: Materias Seguridad Social

Demandante: Dª María Inmaculada Manzan Gómez

Demandado: Instituto Nacional de Seguridad Social y otros 3

CEDULA DE NOTIFICACIÓN

DOÑA LAURA CARRION GOMEZ, LETRADA DE LA ADMÓN.

DE JUSTICIA DEL JUZGADO DE LO SOCIAL Nº 04 DE MA-

DRID, HAGO SABER:

Que en el procedimiento 844/2018 de este Juzgado de lo So-

cial, seguido a instancia de Dª. María Inmaculada Manzano Go-

mez frente a Instituto Nacional de Seguridad Social, Tesorería

General de la Seguridad Socia (TGSS), TORROX 2009 SL y FO-

GASA sobre Seguridad Social se ha dictado la siguiente resolu-

ción que se adjunta:

JUZGADO DE LO SOCIAL Nº 4

MADRID

PROCEDIMIENTO: VIUDEDAD Nº 844/18

SENTENCIA Nº 275/2019

En Madrid, a dieciséis de julio de dos mil diecinueve.

Vistos por mí, María Luisa Sanz Anchuela, Magistrada Juez del

Juzgado de lo Social nº 4 de Madrid, los presentes autos nº

844/18, seguidos a instancia de Mª Inmaculada Manzano Gómez

contra el Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS), la Te-

sorería General de la Seguridad Social (TGSS), Torrox 2009, S.L

y el Fondo de Garantía Salarial (FOGASA), en materia de viude-

dad, en los que constan los siguientes,

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. En fecha 4.09.2018 tuvo entrada en este Juzgado

demanda suscrita por la parte actora frente al INSS, en la que

después de alegar los hechos y fundamentos que estimó perti-

nentes a su derecho, suplicó que se dictase sentencia por la que

se declarase el derecho de la actora a percibir la pensión de viu-

dedad.

SEGUNDO. Que señalados día y hora para la celebración del

acto de juicio, y tras una suspensión, éste tuvo lugar el día

15.07.2019, compareciendo la parte actora, el INSS y la TGSS.

En trámite de alegaciones la parte actora se afirmó y ratificó en

su demanda. El INSS y la TGSS se opusieron a la demanda.

Se practicaron a continuación las pruebas propuestas y admiti-

das.

En conclusiones las partes sostuvieron sus puntos de vista y

solicitaron de este Juzgado que dictase una sentencia de confor-

midad con sus pretensiones, tras lo cual quedaron los autos vis-

tos para sentencia.

TERCERO. En la tramitación de este procedimiento se han ob-

servado los requisitos legales.

HECHOS PROBADOS

PRIMERO. Mª Inmaculada Manzano Gómez Angelines contra-

jo matrimonio con Juan Caparrós Romero el 8.02.1984. El Sr. Ca-

parrós falleció el 3.11.2017 (f. 54 y 55).

SEGUNDO. El 31.01.2018 la actora solicitó pensión de viude-

dad, que le fue denegada por resolución del INSS de 2.02.2018

por no encontrarse el causante, a la fecha de fallecimiento en al-

ta o situación asimilada y no haber completa e periodo mínimo de

cotización de quince años exigido en el art. 219 LGSS (f. 52 y 58).

TERCERO. El 30.05.2018 la actora volvió a solicitar la pensión

de viudedad, que le fue denegada por resolución del INSS de

4.06.2018 por haber sido resuelta petición idéntica el 2.02.2018 y

no alegar situaciones de hecho ni fundamentaciones de derecho

distintas a las tenidas en cuenta en dicha resolución (f. (f. 62, 67

vuelto).

CUARTO. Interpuesta reclamación previa, la misma fue deses-

timada por resolución del INSS de 28.09.2018, al constar haber

cotizado en el régimen general 5406 días, debiendo acreditar el

mínimo de 15 años (5.475 días) (f. 69).

QUINTO. El causante fue administrador único de Torrox 2009,

S.L desde el 26.10.2016 y de Laureca 2008, S.L desde el

23.06.2016 (f.72 a 74, 96 a 99).

SEXTO. El causante estuvo en prisión en los siguientes perio-

dos:

Del 20.06.1984 al 16.02.1985

Del 29.04.1985 al 31.12.1985

Del 2.08.1986 al 5.09.1986

Del 30.03.1988 al 10.02.1989

Del 24.04.1998 al 23.08.1999

Durante esos periodos no desempeñó ninguna actividad retri-

buida en los talleres penitenciarios (f. 142 y 143).

SÉPTIMO. En caso de estimarse la demanda la BR sería de

314,80 euros mensuales y la fecha de efectos desde el

30.02.2018 (hecho no controvertido).

FUNDAMENTO DE DERECHO

PRIMERO. En cumplimiento de lo exigido en el apartado 2º del

art. 97 LRJS, debe hacerse constar que los anteriores hechos son

el resultado de la valoración de la prueba practicada, indicándose

la documental de la que resultan.

SEGUNDO. Solicita la parte actora que se declare su derecho

a percibir la pensión de viudedad. Es de aplicación el art. 219.1.2º

párrafo LGSS, al no estar el causante, en la fecha de fallecimien-

to, en situación de alta o asimilada a la de alta:

“También tendrá derecho a la pensión de viudedad el cónyuge

superviviente aunque el causante, a la fecha de fallecimiento, no

se encontrase en alta o en situación asimilada a la de alta, siem-

pre que el mismo hubiera completado un período mínimo de coti-

zación de quince años”.

Por tanto, para que la actora pueda causar derecho a presta-

ción de viudedad se exige que el causante hubiese cotizado quin-

ce años (5.475 días), y en el caso de autos no se ha acreditado.

No se ha probado que el actor estuviese desempeñando una

actividad laboral en régimen de dependencia (art. 1.1 ET) en pe-

riodos no cotizados, lo que comportaría nuevas cotizaciones en el

régimen general. El hecho de ser administrador único de varias

sociedades no implica el desempeño de una actividad laboral re-

tribuida, y en todo caso, podría haber causado alta en el RETA,

cosa que no hizo, por lo que no existiría responsabilidad empre-

sarial alguna.

Alega la parte actora que el causante estuvo ingresado en pri-

sión y que ello es la causa del incumplimiento de los requisitos

exigidos legalmente, debiéndose aplicar la doctrina humanizado-

ra del Tribunal Supremo. Sobre ello hay que señalar que dicha

doctrina es de aplicación cuando se cumplen los requisitos exigi-

dos legalmente pero no se cumple el de alta o situación asimila-

da a la de alta, cosa que no sucede en el caso de autos.

La cuestión de si puede considerarse como situación asimilada

al alta el ingreso en centro penitenciario ha sido resuelta por la

STS 12.11.1996 (RCUD 232/1996), a la que se remite la STSJ
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Catalunya de 29.01.2015 (recurso 6503/2014). La STS dispone:

“CUARTO. Para la determinación de la doctrina unificada so-

bre la cuestión controvertida es preciso considerar la repercusión

que deba tener el art. 25.2 de la Constitución en la interpretación

de las normas sociales y penitenciarias que se han indicado en

los fundamentos anteriores.

Dicho precepto constitucional establece entre otros el siguiente

mandato: El condenado a pena de prisión que estuviere cum-

pliendo la misma...En todo caso, tendrá derecho a un trabajo re-

munerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad

Social. La jurisprudencia constitucional ha declarado que el dere-

cho reconocido en este precepto es de aplicación progresiva

(dentro de las posibilidades de la organización penitenciaria exis-

tente), y no genera por tanto una facultad de eficacia inmediata al

desempeño de un puesto de trabajo (STC 172/1989 de 19 de oc-

tubre y 17/1993 de 18 de enero). Correlativamente, de acuerdo

con las mismas resoluciones jurisdiccionales, la Administración

penitenciaria tiene un específico deber de crear y proporcionar los

puestos de trabajo que permitan sus disponibilidades presupues-

tarias.

A la vista de estas consideraciones, y teniendo en cuenta que

los internos a los que se refieren las sentencias comparadas mos-

traron durante el período de reclusión su disponibilidad para el

trabajo mediante la realización de servicios personales, no pare-

ce concorde con el mandato constitucional una interpretación de

la legalidad que les prive de los beneficios de la Seguridad Social

por falta de alta o situación asimilada, derivadas no sólo de la pri-

vación de libertad, que les impide su participación en la produc-

ción o su comparecencia en el mercado de trabajo, sino también

de la inexistencia en los centros penitenciarios de una organiza-

ción, constitucionalmente exigible aunque de aplicación progresi-

va, que les haya permitido desarrollar un trabajo directamente

productivo.

QUINTO. Volviendo al plano de la legalidad, puede decirse que

la aprobación de la Constitución ha generado una laguna legal en

el régimen del requisito de alta en Seguridad Social a los efectos

de las prestaciones por muerte y supervivencia para supuestos

como el aquí enjuiciado de reclusos que, cumpliendo los restan-

tes requisitos para el reconocimiento de prestaciones de Seguri-

dad Social, pierden su ocupación por causa del internamiento pe-

nitenciario y no consiguen dentro del centro en que se encuen-

tran recluidos un puesto de trabajo remunerado, a pesar de la

previsión del art. 25.2 de la Constitución. Esta muy especial situa-

ción guarda indudable analogía con la imposibilidad de trabajar

que caracteriza al desempleo, por lo que, utilizando los cánones

hermenéuticos de la interpretación conforme a la Constitución y

de la interpretación evolutiva, debe atribuírsele el mismo régimen

jurídico de asimilación al alta que se aplica a tal situación de de-

sempleo en el art. 2.4 de la O.M. de 13 de febrero de 1967”.

El Tribunal Supremo es claro en el sentido de que si en el cen-

tro penitenciario existe posibilidad o no de desarrollar un trabajo

productivo, y en este último caso la asimilación al alta vendría de

la existencia de una voluntad de trabajo, exteriorizada por ejem-

plo mediante el desarrollo de servicios personales o similares. O

como señala la STSJ Navarra de 29.10.2012 (recurso 312/12) la

imposibilidad de trabajar “no excluye la muestra de una voluntad

de trabajo que habrá de ponderarse con arreglo a las especiales

circunstancias del recluso en tal calidad: bien sea a través de la

realización de servicios auxiliares, bien a través de la participa-

ción voluntaria en el desempeño de tareas comunes del centro,

bien a través del seguimiento de una formación habilitante para la

obtención de un trabajo acorde con la misma. Estas conductas

así valoradas deben, además, probarse como expresión de un

ánimo ininterrumpido, no procediendo su apreciación en los ca-

sos en que se verifiquen de manera intermitente u ocasional, si-

no solamente en aquellos supuestos en que resulten acreditada-

mente reveladoras de un propósito personal y constante de traba-

jar”.

Por ello, en todo caso, debe acreditarse la voluntad de trabajar

y la imposibilidad de realizar efectivamente un trabajo, y esa prue-

ba corresponde a la parte actora, en virtud el art. 217 LEC, no ha-

biéndose acreditado nada al respecto, ni que el causante tuviese

un ánimo personal y constante de trabajar, ni que en el centro en

el que estaba ingresado no pudiese desarrollar tarea laboral algu-

na, por lo que en modo alguno puede aplicarse la referida doctri-

na. Además, los periodos que estuvo en prisión fueron entre 1984

y 1986, 1988 y 1989 y 1998 y 1999, pudiendo haber desempeña-

do un quehacer productivo fuera de esos breves periodos, desco-

nectados temporalmente del hecho causante.

Por todo lo expuesto se debe desestimar la demanda.

Vistos los preceptos citados y demás de general observancia.

FALLO

Desestimo la demanda interpuesta por Mª Inmaculada Manza-

no Gómez contra el Instituto Nacional de la Seguridad Social

(INSS), la Tesorería General de la Seguridad Social (TGSS), To-

rrox 2009, S.L y el Fondo de Garantía Salarial (FOGASA), absol-

viendo a los demandados de los pedimentos efectuados en su

contra.

Notifíquese esta resolución a las partes, haciéndoles saber que

contra la misma cabe interponer Recurso de Suplicación ante la

Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,

anunciándolo ante este Juzgado por comparecencia o por escrito

en el plazo de los cinco días hábiles siguientes a la notificación

del presente fallo, de conformidad con lo dispuesto por los arts.

194 y ss de la LRJS.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio, mando y firmo.

Publicación. Leída y publicada fue la anterior Sentencia por la

Iltma. Sra. Magistrada Juez que la suscribe, celebrando Audien-

cia.

Y para que sirva de notificación en legal forma a Torrox 2009

SL, en ignorado paradero, expido el presente para su inserción en

el Boletín Oficial de la Provincia de Córdoba.

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones

se harán fijando copia de la resolución o de la cédula en la ofici-

na judicial, por el medio establecido al efecto, salvo las que revis-

tan la forma de auto, sentencia o decretos que pongan fin al pro-

cedimiento o resuelvan un incidente o se trate de emplazamiento.

En Madrid, a 3 de septiembre de 2019. El/La Letrado/a de la

Admón. de Justicia, firma ilegible.
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